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RV: MEMORIAL DR. SUAREZ OROZCO RV: INCIDENTE DE NULIDAD PROCESAL
Carlos Daniel Blanco Camacho <cblancoc@cendoj.ramajudicial.gov.co>
Vie 22/04/2022 12:03
Para: Secretario 02 Sala Civil Tribunal Superior - Seccional Bogota <secsctribsupbta2@cendoj.ramajudicial.gov.co>
CC: GRUPO CIVIL <grupocivil@cendoj.ramajudicial.gov.co>

Mateo,

Nuevamente no estas verificando la información en el sistema, sino que te dejas llevar por lo que en la cadena de correos,
ponen las partes o intervinientes.

En esta oportunidad, este asunto NO CORRESPONDE al Magistrado SUAREZ OROZCO sino a la Magistrada LIZARAZO VACA
(entrada 01) o a la entonces Magistrada LIZARAZU BITAR (entrada 02), como se observa a con�nuación:
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CARLOS DANIEL BLANCO CAMACHO
Oficial Mayor
Tribunal Superior de Bogota - Sala Civil 
Dirección: Av. Calle 24 No. 53-28 - Torre C - Oficina 305 
Telefono: 4233390 Ext. 8349.
Fax: Ext. 8350 - 8351 
Bogotá, Colombia. 
E-mail: cblancoc@cendoj.ramajudicial.gov.co

De: Secretario 02 Sala Civil Tribunal Superior - Seccional Bogota <secsctribsupbta2@cendoj.ramajudicial.gov.co>
Enviado: viernes, 22 de abril de 2022 11:41
Para: GRUPO CIVIL <grupocivil@cendoj.ramajudicial.gov.co>
Asunto: MEMORIAL DR. SUAREZ OROZCO RV: INCIDENTE DE NULIDAD PROCESAL
 
MEMORIAL DR. SUAREZ OROZCO

Cordial Saludo,

OSCAR FERNANDO CELIS FERREIRA
Secretario Sala Civil
Tribunal Superior de Distrito Judicial de Bogotá
Avenida Calle 24 N° 53-28 Torre C Oficina 305
Teléfono 423 33 90 Extensión 8349
Email: secsctribsupbta2@cendoj.ramajudicial.gov.co

De: No�ficaciones Secretaria General Tribunal Superior de Bogotá <notsecgtsbog@cendoj.ramajudicial.gov.co>
Enviado: viernes, 22 de abril de 2022 11:31 a. m.
Para: Secretario 02 Sala Civil Tribunal Superior - Seccional Bogota <secsctribsupbta2@cendoj.ramajudicial.gov.co>; Secretaria Sala Civil
Tribunal Superior -Seccional Bogota <secsctribsupbta@cendoj.ramajudicial.gov.co>
Cc: Juzgado 16 Civil Circuito - Bogota - Bogota D.C. <ccto16bt@cendoj.ramajudicial.gov.co>
Asunto: RV: INCIDENTE DE NULIDAD PROCESAL
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Cordial Saludo, Reenvió por especialidad - allegado por del juzgado 16 Civil Circuito de Bogotá INCIDENTE DE NULIDAD -
Magistrado Doc. JUAN PABLO SUAREZ OROZCO.  Para su conocimiento y fines per�nentes.
Buen Día.   
    

Secretaria General
    A.T.T.- J.F.G

-Por favor acusar recibido. Gracias

De: Juzgado 16 Civil Circuito - Bogota - Bogota D.C. <ccto16bt@cendoj.ramajudicial.gov.co>
Enviado: jueves, 21 de abril de 2022 15:54
Para: No�ficaciones Secretaria General Tribunal Superior de Bogotá <notsecgtsbog@cendoj.ramajudicial.gov.co>
Asunto: RV: INCIDENTE DE NULIDAD PROCESAL
 

De: manuel arrieta <marrietarod@gmail.com>
Enviado: jueves, 21 de abril de 2022 9:56 a. m.
Para: Juzgado 16 Civil Circuito - Bogota - Bogota D.C. <ccto16bt@cendoj.ramajudicial.gov.co>
Asunto: INCIDENTE DE NULIDAD PROCESAL
 
Doctora
CLAUDIA  MILDRED PINTO MARTINEZ
JUEZ 16 CIVIL DEL CIRCUITO DE BOGOTA
E.                                  S.                             D.
Atentamente y con el debido respeto, me permito presentar en oportunidad INCIDENTE DE NULIDAD PROCESAL, contra la
sentencia adiada el 14 de julio de 2020, que decide la instancia por haber operado el fenómeno de COSA JUZGADA.
Por escrito separado, y para que obre en el Plenario, para los fines procesales pertinentes, me permito allegar el escrito que
había elaborado para sustentar el recurso de Apelación concedido por el Despacho, por auto del 29 de septiembre de 2021,
el cual no se pudo radicar en la Secretaría General de la Sala Civil del Tribunal Superior de Bogotá, por circunstancias
extrañas, que explico en el escrito de este Incidente de Nulidad. 

Manuel Joaquín Arrieta Rodriguez



Doctora 

CLAUDIA MILDRED PINTO MARTÍNEZ 

JUEZ 16 CIVIL DEL CIRCUITO DE BOGOTA, D.C. 

E.                                         S.                               D. 

REF.: PROCESO DECLARATIVO DE ACCIÓN REIVINDICATORIA 

          DEMANDANTE: JESÚS ADONAI OCHOA FORERO 

          DEMANDADOS: CARLOS EMILIO RODRÍGUEZ ROA Y ANA ISABEL RODRIGUEZ ROA 

           RADICACIÓN NÚMERO: 2008 – 00637 

ASUNTO: SOLICITUD PARA PROPONER EN TIEMPO INCIDENTE DE NULIDAD PROCESAL OCURRIDA 

TANTO EN LA SENTENCIA DEL 14 DE JULIO DE 2020 COMO EN SU NOTIFICACIÓN EN EL ESTADO 

ELECTRÓNICO No. 050, QUE SE ALEGA CON POSTERIORIDAD A ELLA Y DESPUÉS DE QUE EL 

HONORABLE MAGISTRADO  DOCTOR JUAN PABLO SUÁREZ OROZCO, POR AUTO DEL 30 DE MARZO 

DE 2022, DECLARARA DESIERTO EL RECURSO DE APELACIÓN CONCEDIDO POR EL JUZGADO, PARA 

QUE AL DECLARARSE LA NULIDAD IMPETRADA, SE INVALIDE DICHA SENTENIA CONFORME A LAS 

CAUSALES INVOCADAS, INDICANDO LA ACTUACIÓN QUE DEBE RENOVARSE. 

MANUEL JOAQUÍN ARRIETA RODRÍGUEZ, conocido de autos como Apoderad judicial de la parte 

Demandante, muy respetuosamente me dirijo a su Honorable Despacho, para en la oportunidad 

prevista en el artículo 134 del C.G.P., alegar las Nulidades Procesales ocurridas en la sentencia de 

primera instancia proferida por el Despacho, el 14 de julio de 2020, la que se notifica en el estado 

electrónico No. 050, fijado el 15 de julio, contraviniendo el Decreto 806 de 2020 del C.S. de la J., 

proponer “INCIDENTE DE NULIDAD PROMOVIDO POR LA PARTE ACTORA”,  legitimada para ello, 

expresando las causales de nulidad, los Hechos en que se funda y las Pruebas que se pretende hacer 

valer para su prosperidad, en los términos respetuosos siguientes: 

A.- CAUSALES DE NULIDAD PROCESAL INVOCADAS. 

Las causales de nulidad procesal y constitucional que se alegan son las siguientes: 

1.- “… Cuando el Juez procede contra providencia ejecutoriada del Superior”, consagrada en el 

numeral 2 del artículo 133 del C.G.P. Esta causal de Nulidad consiste en que ya el Juzgado de origen: 

3º Civil del Circuito de Bogotá, ya se había pronunciado, a través de la providencia adiada el 26 de 

julio de 2010, visible a folios 92 a 96, dictada por la Juez CLARA ELISA BAREÑO PIÑARTE, donde 

procede a Resolver las Excepciones Previas propuestas por los Demandados, de COSA JUZGADA Y 

pleito pendiente; en las CONSIDERACIONES se dice: “…. Como fundamento de estos medios 

exceptivos invocan la Cosa Juzgada y Pleito Pendiente. Los Demandados promovieron demanda de 

pertenencia sobre este mismo bien contra el mismo Demandado JESUS ADONAI OCHOA FORERO, 

ANTE EL Juzgado 17 Civil del Circuito de Bogotá… Para Resolver se Considera: … Para el caso que 

ocupa la atención del Despacho en este momento, el inciso final del artículo 97 del C.P.C., consagra 

que podrá proponerse como excepción previa la Cosa Juzgada… El artículo 332 ibidem prevé que la 



sentencia ejecutoriada en proceso contencioso tiene fuerza de cosa juzgada, siempre que el nuevo 

proceso verse sobre el mismo objeto, y se funde en la misma causa que el anterior, y que entre 

ambos procesos haya identidad jurídica de partes. De esta norma se desprende de manera clara los 

elementos que deben configurarse para que pueda predicarse la conformación de esta figura, a 

saber: 1. Identidad de Pretensiones; 2. Identidad de Hechos; 3. Identidad jurídica de Partes,,, Como 

se ve, se trató de un aspecto meramente formal… De otro lado, se invoca la causal que consagra el 

numeral 10 de la citada norma, esto es, Pleito Pendiente, porque los Demandados promovieron 

demanda de Pertenencia sobre este mismo bien en contra de JESUS ADONAI OCHOA FORERO, JOSE 

EUGENIO RODRIGUEZ CANTOR y JOSE EDILBERTO RODRIGUEZ ROA, ANTE EL JUZGADO 17 Civil del 

Circuito de Bogotá…. En el presente caso, lo que se presenta es una Identidad de Personas, pero NO 

de Parte, como viene de verse. Súmase a lo anterior, que tampoco son los mismos Hechos, y 

obviamente, las Pretensiones son disímiles en uno y otro proceso. Allí se invocó y pretende probar 

la POSESIÓN QUE EJERCEN LOS DEMANDANTES sobre el bien en conflicto, en tanto que acá, lo que 

se esgrime es la TITULARIDAD DEL derecho de dominio, CON LO QUE SE BUSCA LA ORDEN 

Reivindicatoria…. En mérito de lo expuesto, el juzgado DISPONE: DECLARAR INFUNDADAS LAS 

EXCEPCIONES PREVIAS DE COSA JUZGADA Y PLEITO PENDIENTE. Esta providencia ejecutoriada cobra 

valor y efecto jurídico por haber sido proferida y suscrita por la Juez de conocimiento, según lo 

ordena el artículo 279 del C.G.P. Los Demandados inconforme con esa decisión en firme, proponen 

Incidente de Nulidad contra dicha providencia, alegando los mismos Hechos de las Excepciones 

Previas propuestas, y el Despacho por auto del 27 de septiembre de 2010, visible a folios 112 a 115, 

dispone: “Dice el inconforme que en el Juzgado 19 Civil del Circuito cursó proceso Reivindicatorio, 

promovido por JESUS ADONAI OCHOAFORERO contra LUCILA ROA VIUDA DE RODRIGUEZ, madre y 

causante de los acá Demandados…. Como primera medida, se resalta que lo que en verdad motiva 

el presente trámite, es la INCONFORMIDAD DEL INCIDENTANTE FRENTE A LA DECISIÓN ADOPTADA 

POR EL DESPOACHO FRENTE A LAS EXCEPCIONES PREVIAS…. Súmase a lo anterior, que como quedó 

explícito en la providencia que despachó NEGATIVAMENTE LAS EXCEPCIONES PREVIAS…. Porque la 

Providencia del Tribunal no hace tránsito a cosa juzgada material…. No es óbice para que una vez 

saneada la falencia puesta de presente por el Tribunal, se pueda intentar nuevamente la acción…. 

En este orden de ideas, queda claro que no hay lugar a la declaratoria de nulidad, pues la causal no 

se configura…”. Esta providencia del Juzgado, es recurrida en apelación, y el Tribunal Superior de 

Bogotá, con providencia del 25 de enero de 2011, visible a folios 9 a 12 del cuaderno del Tribunal, 

procede a CONFIRMARLA, expresando las CONSIDERACIONES siguientes: “La impugnación se 

fundamenta en lo siguiente (….) 4.- El supuesto fáctico que esgrimió el apelante es que ya el  Tribunal 

con fecha 13 de julio de 1998 REVOCÓ la sentencia del Juzgado 19 Civil del Circuito… También sugirió 

que existe Cosa Juzgada material…. 1.- Desde ya advierte de entrada la Sala que, la providencia 

impugnada se ajustó a derecho…. 1.1.- En efecto, si bien el gestor judicial indicó en su solicitud de 

nulidad lo que pudo constituir una EXCEPCIÓN PREVIA, las consabidas en el inciso in fine del numeral 

12 del artículo 97 del C.P.C…. por esa sola circunstancia, sin duda, el supuesto fáctico esgrimido está 

al margen del pregonado por la causal invocada. 1.2.- De otro lado, no cabe disquisición en que el 

ordinal 3º del artículo 140 ibidem, se refiere es al Superior funcional que no, a decisiones adoptadas 

por funcionarios judiciales en otras latitudes…. Por consiguiente, se CONFIRMA LA PROVIDENCIA 

APELADA, no sin antes indicar que el punto sustantivo de la COSA JUZGADA NO PUEDE ABORDARSE 



EN ESTE ESCENARIO…. DECISIÓN: 1º.- CONFIRMAR EL AUTO DE FECHA 27 DE SEPTIEMBRE DE 2010, 

POR LAS RAZONES CONFUTADAS EN LAS CON SIDERACIONES de esta providencia… 2º.- CONDENAR 

EN COASTAS AL APELANTE. Aunado a lo que precede, es obvio que no existe duda razonable, de que 

la causal de nulidad invocada y el supuesto fáctico aquí esgrimido está debidamente configurado, 

evidenciándose que el Juzgado procede contra esta providencia ejecutoriada del Tribunal Superior 

de Bogotá; máxime, cuando ya el mismo Juzgado en proveído ejecutoriado se había pronunciado 

sobre las figuras de LA COSA JUZGADA Y EL PLEITO PENDIENTE; DECIDIENDO CON CLARIDAD 

MERIDIANA que, entre aquél proceso de Pertenencia tramitado en el Juzgado 17 Civil del Circuito 

de Bogotá, y no en el Juzgado 2º Civil del Circuito de Descongestión como equivocadamente se 

afirma en la sentencia, y este proceso Reivindicatorio, NO EXISTE IDENTIDAD DE PARTE, sino de 

Personas; que tampoco SON LOS MISMOS HECHOS, Y OBVIAMENTE, LAS PRETENSIONES SON 

DISÍMILES EN UNO Y OTRO PROCESO, PORQUE ALLÁ EN EL DE PERTENENCIA SE INVOCÓ Y PRETENDE 

PROBAR LA POSESIÓN QUE EJERCEN LOS DEMANDANTES SOBRE EL BIEN EN CONFLICTO, EN TANTO 

QUE ACÁ EN EL PROCESO REIVINDICATORIO, LO QUE SE ESGRIME ES LA TITULARIDAD DEL DERECHO 

DE DOMINIO DEL DEMANDANTE, CON LO QUE SE BUSCA ES LA ORDEN REIVINDICATORIA. Con todo, 

se tiene que no queda duda que esa providencia es congruente con las normas del artículo 332 del 

C.P.C., y 303 del C.G.P. Además, este Proceso Reivindicatorio que se originó en el Juzgado 3º Civil 

del Circuito, no puede tenerse como nuevo en relación con el Proceso de Pertenencia tramitado en 

el Juzgado 17 Civil del Circuito de Bogotá, y no en el Juzgado 2º Civil del Circuito de Descongestión, 

donde solamente se dictó sentencia de primera instancia, toda vez que ambos Procesos concomitan 

en la misma época en que se instauraron. Por consiguiente, el razonamiento del Juzgado de origen 

guarda semejanza y analogía  con la Jurisprudencia reciente de la Honorable Corte Suprema de 

Justicia , en la sentencia de fecha 12 de agosto de 2003, transcrita en la sentencia dictada por el 

Despacho, y afectada de nulidad, que plantea: “…. La seguridad jurídica y el acceso a la 

administración de justicia (art. 229 C.P.), exige que las sentencias constituyan el fin de los litigios 

que con ellas se resuelven, de forma que, luego de que adquieran firmeza, ninguno de los 

interesados… pueda proponer nuevamente el mismo conflicto, buscando con tal proceder una 

decisión contraria a la inicialmente emitida…. Si lo anterior no fuera así, como en efecto no lo es, 

nada impediría a la parte desfavorecida en un litigio, plantear de manera indefinida y sistemática, 

la cuestión o asunto…hasta que su pretensión o excepción encontrara eco en una determinada 

providencia…”. Por todo lo anterior, esta causal debe declararse prospera y fundada. 

2.- La mencionada en el numeral 6 del citado artículo 133, que dice: “Cuando se omita la 

oportunidad para… sustentar un recurso o descorrer su traslado”. La alegación de esta causal se 

fundamenta en que la sentencia del 14 de julio de 2020, en el ordinal quinto de la parte Resolutiva, 

ORDENA: Notificar esta decisión por estado electrónico según lo dispuesto en el Acuerdo PCSJA20-

11567 de 5 de junio de 2020 del C.S.J., cuyo enlace es… Así mismo, NOTIFÍQUESE LA PROVIDENCIA 

AL CORREO ELECTRÓNICO QUE LOS ABOGADOS HAYAN INFORMADO EN EL EXPEDIENTE”. Sentencia 

que se notifica por fijación del estado electrónico No. 050, el 15 de julio de 2020. Notificación que 

se omitió hacerle al apoderado del extremo Demandante, en su correo electrónico: 

marrietarod@gmail.com, que aparece registrado en el expediente. Además, es obvio y evidente, 

que el Despacho, no tuvo en cuenta el uso del sistema de las Tecnologías de la Información y la 



Comunicación (TIC), implementada por el Decreto 806 de junio de 2020, que reglamenta la 

tecnología que debe aplicarse en los actos y actuación procesales, en las notificaciones de 

sentencias, en las audiencias virtuales, y en la digitación virtual de los expedientes; el artículo 14 

establece un término de 5 días para que el apelante sustente ante las Salas del Tribunal Superior el 

recurso de apelación de la sentencia, y en caso de no sustentarse, el Magistrado procede a declarar 

desierto el recurso de apelación. El Consejo Superior de la Judicatura aprobó este Decreto, como 

consecuencia de la Pandemia del Coronavirus o Covid-19. El Despacho, tampoco tuvo en cuenta no 

sólo los riegos que pueden afrontar esta tecnología de la virtualidad digital y del Internet, al aplicarse  

con la debida eficacia dicho sistema, en el manejo adecuado de la seguridad de la informática de los 

servidores judiciales, sino la limitación de algunos abogados litigantes, que no tienen un plan móvil 

de la infraestructura del internet en las oficinas o residencias, ni tampoco la habilidad para usar la 

página web o portal link u otra aplicación virtual tecnológica, para ingresar a los Juzgados y 

Tribunales. Aunado a lo anterior, y como quiera que no fui informado de la notificación de la citada 

sentencia, en oportunidad me permití solicitarle al Despacho me enviara copia de la sentencia a mi 

correo electrónico; sin embargo, esta petición fue desatendida, más aún, no se me hizo la 

notificación a mi correo electrónico, como estaba ordenado en el ordinal 5º de dicha sentencia. El 

Despacho, pasa por alto, la circunstancia de fuerza mayor, originada precisamente en el mes de julio 

de 2020, cuando se dio el pico más alto de contagios y muertes por el Covid-19, pese a la cuarentena 

y aislamiento total ordenado por el Gobierno Nacional y la Alcaldía Mayor de Bogotá; sin embargo, 

el Despacho, por auto calendado el 29 de septiembre de 2021, nos concedió el recurso de apelación 

interpuesto contra la citada sentencia; pero por fallas atribuibles al sistema de la Tecnología Virtual, 

el Despacho por Oficio No. 0051-22, el 28 de febrero de 2022, envía el expediente digital a la 

Secretaría General de la Sala Civil del Tribunal Superior de Bogotá, para su respectivo trámite; pero 

ese mismo día la Secretaría General devuelve el expediente digital al Juzgado, aduciendo yerros en 

los protocolos y enlace virtual. Pese a que todos los días ingresaba a la página virtual del expediente 

para informarme, cuando el Juzgado remitiría de nuevo el expediente al Tribunal, y no obstante 

haber enviado dos memoriales al Juzgado solicitándole que por favor enviaran el expediente, nunca 

tuve respuesta, , y para mi sorpresa, el día 6 de abril me entero en la página del expediente, la 

anotación registrada por el juzgado: “01-04-2022 – RECEPCIÓN EXPEDIENTE. ANOTACIÓN: 

COMUNICACIÓN TRIBUNAL INFORMA QUE DECLARÓ DESIERTO RECURSO. FECHA DE REGISTRO: 6-

04-2022”. Ese mismo día, en la Secretaría de la Sala Civil, me informaron que el Magistrado Dr. JUAN 

PABLO SUAREA OROZCO, por auto del 30 de marzo de 2022, resuelve declarar desierto el recurso 

de apelación interpuesto por el demandante. Este auto tampoco se pudo impugnar, por las razones 

explicitadas de que he sido víctima como apoderado judicial del Demandante. Del mismo modo, 

considero que esta causal invocada, se deberá declararse próspera, por la omisión de la oportunidad 

para sustentar en tiempo el recurso de apelación. 

3.- La causal prevista en el numeral 7 del artículo 133 ibidem, que dice: “Cuando la sentencia se 

profiera por un Juez distinto del que escuchó los alegatos de conclusión”. Obra en el expediente, 

que este Proceso Reivindicatorio por reparto de la demanda, le correspondió instruirlo al Juzgado 

3º Civil del Circuito de Bogotá, al frente de la doctora CLARA ELISA BAREÑO PIÑARTE; 

posteriormente, avoca conocimiento, la Juez 1º Civil del Circuito de Descongestión,  doctora DEISY 



ELISABETH ZAMORA HURTADO, quien por auto del 30 de mayo de 2014, cita a las Partes para que 

formulen sus Alegatos de Conclusión; este auto fue recurrido por la Pasiva; el Despacho por auto 

del 25 de agosto de 2014, ratifica el anterior, citando a las Partes para alegar de conclusión. La Parte 

Activa, el 4 de septiembre de 2014, presenta el ALEGATO DE CONCLUSIÓN. Por auto del 16 de 

febrero de 2015, la doctora MARIA FERNANDA ESCOBAR OROZCO, Juez 3º Civil del Circuito de 

Descongestión, continuando con el trámite de la actuación procesal. Por lo expuesto, es notorio y 

evidente que su Señoría no escuchó en audiencia pública, ni recibió por fuera de audiencia los 

escritos de alegatos de conclusión, motivo por el cual, también se genera esta causal de nulidad 

invocada, dándose la nulidad de la mencionada sentencia del 14 de julio de 2020. 

4.- La causal Constitucional consagrada en el artículo 29 de la Constitución Política, por el 

desconocimiento del Derecho fundamental de El Debido Proceso, y el de Defensa de las Partes. 

El Despacho incurre en defecto procedimental fáctico, por limitarse a valorar de manera exclusiva y 

arbitraria las copias de unas sentencias arrimadas al plenario por el apoderado de la Pasiva, doctor 

ALFONSO MARTÍNEZ AREVALO, cuando la oportunidad le había precluido, en razón de que ya las 

Partes habían presentados sus alegatos de conclusión, y el expediente tenía que ingresarlo el 

Secretario al Despacho, para dictar sentencia, en la forma prevista en el artículo 404 del C.P.C.; y 

deja de d valorar el haz y acervo probatorio de la Parte Demandante, que fue aportado y practicado 

en legal forma dentro del término procesal; este proceder del Despacho, afecta la validez y legalidad 

de la citada sentencia apelada, por YERRO IN JUDICANDO o Error de Juzgamiento, al elegir 

equivocadamente los artículos 303 del C.G.P. y 305 del C.P.C., para decidir la litis con la figura 

improcedente de la COSA JUZGADA, dándole un alcance o sentido impropios por inobservancia de 

las fuentes del Derecho Sustancial debatido de la Acción de Dominio, esto es, que por DEFECTO 

PROCEDIMENTAL ABSOLUTO el Despacho se aparta del Procedimiento legalmente establecido, para 

elegir normas procesales inaplicables a la Resolución del conflicto judicial. De otro lado, se advierte 

la presencia de un YERRO IN PROCEDENDO, en cuanto que la sentencia apelada, traslapa el 

Procedimiento legal, infringiendo las Garantías Constitucionales y Procedimentales, encaminadas a 

salvaguardar la recta administración de justicia, negando la eficacia del Derecho Sustancial de la 

Parte Demandante, y el de acceder a la Justicia. La Honorable Corte Constitucional, al referirse a las 

NULIDADES PROCESALES, sostiene lo siguiente: “… No basta con la vigencia de los Derechos 

Constitucionales y Sustanciales como el DEBIDO PROCESO Y EL DE DEFENSA, sino que su efectividad 

implica un deber y un fin esencial del Estado Social de Derecho, que se erigen en Garantía relevante 

para la adopción de las DECISIONES JUDICIALES. La manera de garantizar el sometimiento efectivo 

de esas Garantías al Ordenamiento Jurídico, es a través de la DECLARATORIA DE NULIDAD DE LAS 

DECISIONES ADOPTADAS, por ejemplo: sin competencia, sin respeto al derecho de contradicción, 

de la doble instancias, por un Juez que no es natural, con inobservancia del DEBIDO 

PROCESO…Ahora bien, es cierto que las NULIDADES PROCESALES son de interpretación restringida, 

y desde luego, no admiten analogía… mientras no se declare la nulidad, el acto o actuación se 

consideran válidos y surten plenos efectos. Es innegable que, la NULIDAD surge como un medio 

procesal que persigue la salvaguarda de las formas propias del proceso o de un incidente, siempre 

que afecten de un modo importante la eficacia de aquél o de este, por estar concebida de manera 

excepcional para los casos en que el VICIO NO PUEDA CORREGIRSE DE OTRA MANERA, por no 



alcanzar la actuación su finalidad…”. La Honorable Corte Suprema de Justicia, a su turno, dice: “… 

Que la NULIDAD es la sanción que produce la ineficacia de lo actuado en un Proceso, cuando este 

no se ha ceñido a las prescripciones de la Ley que regula el procedimiento…” (Sentencia 24 de abril 

de 2014, Magistrada Ponente, Doctora MARGARITA CABELLO BLANCO). Esta causal también está 

llamada a prosperar, por su diáfano contenido constitucional y Jurisprudencial aplicable- 

EXPRESIÓN DE LOS HECHOS EN QUE SE FUNDAMENTAN LAS CAUSALES DE NULIDAD ALEGADAS: 

1º.- El Despacho, adopta la decisión de fondo, para ponerle fin a la controversia desatada, afirmando 

que está agotado el trámite, satisfechos los Presupuestos procesales, y descartada la presencia de 

vicios adjetivos que invaliden lo actuado. Hace una síntesis de los ANTECEDENTES, para referirse a 

las ACTUACIONES DE INSTANCIA; en el numeral 3.3. afirma: “Cerrada la etapa de instrucción, se 

corrió TRASLADO A LAS PARTES PARA QUE ALEGARAN DE CON CLUSIÓN, quienes allegaron el escrito 

respectivo, insistiendo en sus posiciones…” 

2º.- El Despacho, omite aplicar lo ordenado en el artículo 404 del C.P.C., que ordena: “Vencido el 

término del traslado para alegar, el secretario inmediatamente pasará el expediente al Despacho, 

para que se dicte sentencia… y se abstendrá de pasar al Despacho los escritos que contravengan 

esta disposición”. Es decir, se guarda silencio, sobre esta normatividad decisiva para la validez de la 

sentencia proferida, ya que el Secretario del Juzgado, jamás debió pasar al Despacho las copias de 

las sentencias del Juzgado 2º. Civil del Circuito de Descongestión, del 25 de octubre de 2013, y la del 

Tribunal del 29 de abril de 2014.Este yerro y defecto del Secretario es determinante, para que el 

Despacho por Error inducido o Vía de Hecho, valorara como Plena Prueba dichas copias, y elaborara 

el fundamento de que ha OPERADO LA COSA JUZGADA ENTRE DOS Procesos Declarativos disímiles. 

3º.-El Despacho, yerra por Error IN JUDICANDO por Defecto Fáctico, cometido en la valoración 

improcedente de las mencionadas copias de unas sentencias extrañas al Proceso Reivindicatorio, 

desconociendo el “DEBIDO PROCESO”, y por el contrario, dejó de valorar las Pruebas de la Parte 

Activa, aportadas y practicadas en debida forma. 

4º.- En el acápite de las “CONSIDERACIONES DE LA SENTENCIA, el Despacho, alude al llamado 

PROBLEMA JURÍDICO, como tarea que se impone para verificar si se configura el fenómeno de la 

COSA JUZGADA, y procede a hacer una disquisición sobre dicho fenómeno, apoyándose en la 

Jurisprudencia de la Corte Suprema de Justicia, la que desafortunadamente no interpreta en forma 

adecuada y correcta; y en síntesis dice: “La Excepción de COSA JUZGADA para su prosperidad 

requiere la necesaria concurrencia en el proceso en que se alega, de la triple identidad de Partes, 

causa y objeto,, tenidos ya en cuenta en el anterior litigio SIC fenecido por sentencia ejecutoriada”. 

Sin embargo, el Despacho ignora el lapso de tiempo transcurrido desde el mes de agosto de 2º14 

cuando se citó a las partes para que alegaran de conclusión, y el de la sentencia, 14 de julio de 2020, 

es decir, SEIS (6) AÑOS, sin que se hubiera dictado la sentencia, y por el contrario, se permitió que 

continuara la actuación como si nada, y además, que se aportaran las consabidas copias con las que 

el Despacho estructura y configura de oficio la Excepción Previa de Cosa Juzgada. 

5º.-De igual modo, el Despacho, pasa por alto, por decir lo menos, las Decisiones ejecutoriadas de 

la Juez de Conocimiento CLARA ELISA BAREÑO PIÑARTE, cuando se pronunció sobre las Excepciones 



Previas propuestas por la Pasiva, de COSA JUZGADA Y pleito pendiente, cuando al referirse a la COSA 

JUZGADA, dice: “… De esta norma se desprende de manera clara los elementos que deben 

configurarse para que pueda predicarse la conformación de la Cosa Juzgada, a saber: 1. Identidad 

de Pretensiones: 2. Identidad de Hechos; 3. Identidad Jurídica de Partes. En el presente caso, lo que 

se debe determinar es si la sentencia que profirió el Tribunal en sede de instancia cuando revocó la 

sentencia proferida por aquel juzgado, que negó las pretensiones, tenía fuerza de Cosa Juzgada…” 

6º.- Ya el Despacho, se había pronunciado sobre la Excepción de PLEITO PENDIENTE surgido entre 

las mismas partes y sobre el mismo asunto, cuando expresó: “…En el presente caso, lo que se 

presenta es una identidad de Personas, pero no de Partes, como viene de verse, lo cual es suficiente 

argumento para despachar de manera negativa la Excepción. Súmase a lo que tampoco son los 

mismos Hechos, y obviamente, las Pretensiones son distintas en uno y otro proceso. Allá se invocó 

y pretende probar la POSESION QUE EJERCEN LOS DEMANDANTES sobre el bien en conflicto, en 

tanto que acá lo que se esgrime es la TITULARIDAD DEL DERECHO DE DOMINIO, con lo que se busca 

la orden reivindicatoria… En mérito de lo expuesto, el Juzgado DISPONE: Declarar infundadas las 

excepciones previas de Cosa Juzgada y Pleito Pendiente. Sorprende como hecho innegable que, el 

Despacho haya ignorado y guardado silencio en relación con estas decisiones ejecutoriadas del 

propio Juzgado, y al desconocerlas vuelve a pronunciarse para contradecirlas, y por ende 

desconocer las decisiones del Tribunal Superior de Bogotá. 

7º.- El mismo Despacho, en providencia del 28 de septiembre de 2015, decide NO REPONER la 

providencia del 10 de junio de 2015, por las CONSIDERACIONES siguientes: “… En el presente asunto, 

se observa que de la Revisión de las actuaciones que se han desplegado en todo el trámite, este 

Despacho concluye que NO REVOCARÁ LA DECISION que por esta vía se cuestiona por la parte 

demandada, y la razón es sencilla, aunque  la parte pasiva nuevamente plantea una Nulidad 

invocando otros hechos y aduciendo otras fallas judiciales, lo cierto es que tales hechos y situaciones 

no encuadran dentro de la citada causal alegada, presentando diferentes escritos A FIN DE DMORAR 

EL trámite y la decisión de fondo en el presente asunto. ES CLARO QUE LA CONDUCTA DEL ABOGADO 

QUE representa los intereses de los demandados se ha encaminado a demorar la actuación dando 

tiempo para que en los otros Despachos Judiciales se profieran las decisiones que AHORA 

ALLEGACOMO PRUEBAS A FAVOR DE SUS PROHIJADOS, Y CON JUSTIFICACIÓN EN ELLAS PRESIONA 

PARA QUE SE TERMINE EL PROCESO, SIN QUE SE ANALICEN LOS PLANTEAMIENTOS DE LA DEMANDA 

Y LAS PRUEBAS QUE AQUÍ SE RECAUDARON, CONDUCTA QUE A TODAS LUCES ES REPROCHABLE…” 

8º.- El mismo Despacho, por auto del 8 de abril de 2015, visible a folio 1198, decide NEGAR LA 

TERMINACIÓN DEL PROCESO, por no ser una forma de terminación anormal del proceso; luego, por 

auto del 10 de junio de 2015, dispone RECHAZAR EL INCIDENTE DE NULIDAD. Por auto del 28 de 

septiembre de 2016, el Despacho ORDENA COMPUJLSAR COPIAS contra el apoderado ALFONSO 

MARTÍNEZ AREVALO, a la Sala Disciplinaria del Consejo Seccional de la Judicatura. 

9º.- La Sala Disciplinaria del Consejo Seccional de la Judicatura de Bogotá, ordena la investigación 

disciplinaria contra el abogado MARTÍNEZ AREVALO, y por Sentencia del 16 de octubre de 2018, lo 

declaró responsable a título de DOLO, de la falta prevista en el numeral 8º del artículo 33 de la Ley 

1123 de 2007, imponiéndole la Sanción de SUSPENSIÓN EN EL EJERCICIO DE LA PROFESIÓN POR EL 



TÉRMINO DE DOCE (12) MESES, y Multa dinerarias en Salarios mínimos mensuales. Esta sentencia 

fue apelada, y confirmada por sentencia del 12 de junio de 2019, por el Consejo Superior de la 

Judicatura. Luego, el sancionado acude en Acción de Tutela ante la Sala de Casación Civil de la Corte, 

y por Sentencia del 22 de noviembre de 2019, se Resuelve: NEGAR EL AMPARO RECLAMADO; y la 

Sala de Casación Laboral de la Corte, por Sentencia del 5 de febrero de 2020, Resuelve Confirmar el 

fallo de Tutela impugnado. Aunado a lo anterior, es evidente que al Despacho del Juzgado le asistía 

mucha razón, cuando decidió censurar por reprochable la conducta del apoderado ALFONSO 

MARTÍNEZ AREVALO, y Compulsar copias para que se investigaran sus actuaciones en ambos 

Procesos: el de Pertenencia y este Reivindicatorio; sin embargo, su Despacho, desconoce y guarda 

silencio sobre toda esta absurda actuación de la Parte Pasiva y su apoderado judicial. 

10º.- Por último, se tiene que en las CONSIDERACIONES de la Sentencia, en el análisis de los 

elementos de la Cosa Juzgada, apoyada en la transcripción de Jurisprudencia de la Corte, y en los 

supuestos HECHOS PROBADOS, el Despacho desciende a formular la decisión de fondo, para 

declarar de oficio que “HA OPERADO LA COSA JUZGADA por lo anotado en la parte considerativa, y 

en consecuencia, DESESTIMA LAS PRETENSIONES CONTENIDAS EN LA DEMANDA….”, 

Estructurándose y configurándose las Nulidades Procesales invocadas. 

C.- SOLICITUD DE PRUEBAS PARA SUSTENTAR LA NULIDAD PROCESAL IMPETRADA: 

Con el debido respeto, me permito peticionar al Despacho, se digne decretar y tener como Pruebas 

de este Incidente de Nulidad Procesal, todas las allegadas con el libelo de demanda y su Reforma, 

las aportadas legalmente por la Pasiva, y no atribuirle ningún valor probatorio a las copias de las 

sentencias arrimadas ilegalmente por el apoderado judicial de la Parte Demandada.  

En los anteriores términos respetuosos, queda presentado este Incidente de Nulidad Procesal. 

Dígnese, Honorable y Distinguida Juez, ordenar su respectivo trámite de rigor por ser de recibo. 

De la Honorable Juez, con todo respeto y consideración, 

 

MANUEL JOAQUÍN ARRIETA RODRÍGUEZ 

C.C. NO. 17.022.841 de Bogotá 

T.P. No. 6.184 del Consejo Superior de la Judicatura 

Correo Electrónico: marrietarod@gmail.com      



































































Honorables 

MAGISTRADOS TRIBUNAL SUPERIOR DE BOGOTA SALA CIVIL 

MAGISTRADO PONENTE. Dr. JORGE EDUARDO FERREIRA VARGAS 

E.S.D. 

 

REFERENCIA. PROCESO EJECUTIVO SINGULAR No. 028-2018-00580-01 

                         DEMANDANTE. ALFREDO RODRIGUEZ 

                         DEMANDADO. GUILLERMO ANTONIO CAMELO RODRIGUEZ 

 

GUILLERMO ANTONIO CAMELO RODRIGUEZ en mi calidad de demandado en el proceso de la 

referencia, actuando en mi propio nombre, mediante el presente escrito a ustedes con todo 

respeto les manifiesto que sustento el recurso en los siguientes términos: 

Desde que me fue notificada la demanda he sostenido que el título complejo aportado como 

prueba por la parte demandante no presta mérito ejecutivo tan es así que contra el 

mandamiento ejecutivo interpuse el respectivo recurso de reposición el cual me fue negado por 

improcedente por la señora juez de esa oportunidad, por considerar que dicha inconformidad 

debe ser alegada mediante la excepción respectiva. 

Seguidamente en la contestación de la demanda efectivamente propuse las excepciones 

correspondientes, en las que puse de presente mi inconformidad frente al valor probatorio que 

se ha dado al título complejo como título ejecutivo. 

Mi convicción  que el documento aportado no es un título ejecutivo complejo radica en que el 

mismo no cumple con requisitos básicos exigidos por la norma para poderse iniciar el respectivo 

proceso ejecutivo  singular, porque aunque es expreso no es lo suficientemente claro y por con 

siguiente tampoco es exigible en una determinada fecha porque el pago quedó sujeto al 

cumplimiento de ciertas obligaciones por parte del acreedor que finalmente no fueron 

satisfechas. 

Si bien es cierto que en la contestación de la demanda y en el interrogatorio acepte haber 

recibido unos dineros, no acepte una cantidad determinada en razón a que me fueron 

entregados en varias cuotas y que finalmente no se entregó el total pactado en el contrato 

inicial, por consiguiente no existe una cifra exacta que pudiera ser cobrada ejecutivamente. 

El mismo demandante en el interrogatorio acepta que el documento aportado como título 

ejecutivo complejo, fue elaborado por el abogado que lo asesoraba en esa oportunidad y que 

presenta varias irregularidades que no lo hacen claro y que más bien es un contrato Leonino en 

contra de él. Igualmente nunca probó que me cumplió el contrato y que debía pagarle lo pactado 

en tal documento. 

Pero la controversia no se centra en si debo pagar y cuánto debo pagar, lo básico es si el 

documento es un título ejecutivo complejo Idóneo para haber iniciado un proceso ejecutivo o 

en su defecto es prueba par iniciar otro tipo de proceso diferente. 

De acuerdo con el art. 422 del C.G.P. el acreedor puede demandar por vía ejecutiva las 

obligaciones expresas, claras y exigibles que consten en documentos que procedan del deudor 

y sean plena prueba contra este, por lo tanto se puede deducir que todo título ejecutivo debe 

probar la existencia de una prestación en beneficio de otro sujeto, pero para que esto ocurra, la 

naturaleza y los factores que determinan la obligación deben ser claros tal como lo manifiesta 



la Corte Constitucional en la sentencia T-747 del 2013 que señala que es clara la obligacion 

cuando están identificados el deudor, el acreedor, la naturaleza de la obligación y los factores 

que la determinan; es expresa cuando la obligación es nitida y manifiesta en la redacción del 

documento y es exigible si su cumplimiento no está sujeto a un plazo o condición. Al respecto 

también se pronuncia el Consejo de estado en la sentencia del 31 de Enero del 2008 identificada 

con el No. 44401-23-31-000-2007-00067-01{34201} en la que dice que si en la valoración que 

hace el juez verifica que no se cumple con alguno de los requisitos sustanciales como son la 

existencia de una obligación clara, expresa y actualmente exigible o que se omitió alguna de las 

condiciones formales, como que el documento o conjunto de documentos que dan cuenta de la 

existencia no son lo suficientemente claros, se abstendrá de librar el mandamiento ejecutivo. 

En conclusión se puede determinar que desde el comienzo del proceso el juzgador a cometido 

serios errores al continuar un proceso con documentos que no prestan mérito ejecutivo toda 

vez que tenía la obligación, de decidir el recurso de reposición contra el mandamiento ejecutivo 

y no declararlo improcedente, además evaluó las pruebas de una manera errónea pasando por 

alto que el documento no reúne los requisitos sustanciales y formales y por último que el mismo 

demandante acepto que el documento no quedó claro y fue mas allá porque lo considera un 

contrato Leonino. 

Por lo dicho ruego a los honorables magistrados revocar la sentencia proferida por el Juez 28 

Civil del Circuito de Bogotá. 

 

Honorables magistrados. 

 

Atentamente. 

 

 

 

GUILLERMO ANTONIO CAMELO RODRIGUEZ 

C.C. No. 19.178.766 

T.P. No. 28.124 del C.S. de la J. 
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Honorable Magistrada 

AIDA VICTORIA LOZANO 

Tribunal Superior Bogotá – Sala Civil 

 

 

Proceso No. 2021-00021-01 

Demandante: MARÍA EUGENIA TORRES GUERRERO 

Demandado: DISTRIBUIDORA NISSAN S.A. 

 

IVÁN FERNANDO ZARAMA CONCHA, identificado con cédula de ciudadanía No. 12.981.500 

de Pasto (N) y portado de la tarjeta profesional No. 50.358 del C.S. de la J., por medio del 

presente escrito y encontrándome dentro del término establecido, solicito 

respetuosamente se tenga como sustentación del recurso de alzada, el documento enviado 

como apelación de sentencia al Juzgado Treinta y Seis Civil del Circuito de Bogotá, el día 24 

de noviembre de 2021. 

 

Anexo el documento presentado ante el juzgado. 

 

Agradezco su atención. 

 

Atentamente, 

IVÁN FERNANDO ZARAMA CONCHA 

T.P. 50.358 del C. S. de la J 













 

Señor 
TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL  DE BOGOTA 
SALA CIVIL 
MAGISTRADO  LUIS ROBERTO SUAREZ GONZALEZ  
E. S. D. 

 
 
 
REF. PROCESO VERBAL DE PERTENENCIA POR PRESCRIPCION 
EXTRAORDINARIA DE DOMINIO 
DEMANDANTE: MARIA SOL ANGEL URIBE ARIAS 
DEMANDO: ELVIA MERCEDES ALVAREZ DE MIRANDA 
PERSONAS INDETERMINADAS 
RADICADO Nro. 043-2019-00083-01 

 
 
 
Diana Patricia Críales, mayor de edad, vecina de la Ciudad de Bogotá, 
identificada con la C.C. No. 52.264.490 expedida en Bogotá, con T.P. 
No. 105688, por medio del presente escrito y dentro del término legal, 
me permito sustentar por escrito el Recurso de Apelación interpuesto 
en Audiencia celebrada el día 14 de diciembre del 2021 contra la 
sentencia proferida por el Despacho en la cual negó las pretensiones 
de la demanda. 

 
Mis reparos son los siguientes: 

 
 
Las pruebas no fueron valoradas en su conjunto conforme lo establece 
la ley, tanto las declaraciones rendidas en audiencia, la inspección 
judicial y las pruebas documentales que obra a folios en el expediente 

 
 
De conformidad con lo previsto en los artículos 2512, 2518,2531 del 
Código Civil y el artículo 1 de la ley 50 de 1936, modificado por la ley 
791 de 2002 para la prosperidad de la prescripción extraordinaria 
adquisitiva de dominio, tratándose de bienes inmuebles, deben 
acreditarse los siguientes presupuestos: 

1) Que recaiga sobre un bien que sea legalmente prescriptible, 
2) Que se haya ejercido sobre él una posesión publica, pacifica e 

ininterrumpida con ánimo de señor y dueño: 



3) Que esa posesión haya perdurado por lo menos diez (10) años 
 
 

La Jurisprudencia y la doctrina, han venido sosteniendo, que, para 
Usucapir, deben de aparecer los dos elementos configurativos de 
la posesión, es decir el animus, como elemento subjetivo que es, 
la convicción o ánimo de señor y dueño, de ser el propietario de 
la cosa desconociendo dominio ajeno y el segundo el material o 
externo que, implica detentar la cosa y generalmente se traduce 
en la explotación Económica de la misma. 

 
De acuerdo con las pruebas aportadas, el predio requerido en 
Usucapión es un bien legalmente prescriptible, se reúne en 
cabeza de la demandante los requisitos de trascurso de tiempo y 
calidad de la posesión ejercida. 

 
En la diligencia de Inspección Judicial vía virtual, efectuada en el 
predio el Despacho pudo comprobar físicamente la existencia del 
predio, constatar los linderos y en efecto que la aquí demandante 
se encuentra habitándolo 

 
Con esta diligencia quedo garantizada la individualización del 
predio, se estableció sus linderos y su cavidad. 

 
Existe plenamente el convencimiento de que este predio es 
legalmente prescriptible. 

 
En el hecho quinto de la reforma de la demanda se afirma que 
desde hace cuarenta (40) años la señora MARIA SOL ANGEL 
URIBE ARIAS, comenzó a cancelar los servicios de energía, 
acueducto, teléfono tv cable, impuestos entre otros servicios. 

 
En el interrogatorio de parte, mi poderdante afirmo que entró en el 
inmueble el 19 de marzo de 1978, como tenedora para cuidar el 
bien inmueble y que como contraprestación se le iba a pagar por 
el cuidado del predio y le enviaría la demandada ELVIA 
MERCEDES ALVAREZ  lo correspondiente a la cancelación de 



los servicios públicos, pagos que no se efectuaron nunca por la 
demandada y a raíz de que la señora ELVIA MERCEDES 
ALVAREZ (parte demandada) se desentendió del inmueble  y 
nunca más volvió, mi poderdante empezó a cancelar los servicios 
públicos en el inmueble. Pero en cuanto a esta manifestación por 
parte de mi poderdante no se tuvo en cuenta en el momento del 
fallo. Mi poderdante comenzó ejercer los actos de señor y dueño 
en forma quieta publica e ininterrumpida, cancelando los servicios, 
el pago de los impuestos y realizando mejoras en el mismo, 
conforme se corrobora por los testigos los señores EDILBERTO 
ALEAN AMARARIS Y INES VARGAS, quienes la conocen desde 
la fecha en que entro al inmueble objeto de la litis, estos testigos 
saben y les consta que mi poderdante ha vivido en el inmueble 
hace más de 40 años, que es doña SOL URIBE quien cancela los 
impuestos prediales, servicios públicos, poda el jardín, y ha 
realizado mejoras por más de 40 años, como también les consta 
que desde hace más de 40 años la señora MARIA SOL URIBE 
ARIAS ha vivido en la casa donde se está solicitando la 
pertenencia, les consta que él bien inmueble no ha sido 
interrumpida por otra persona. Por lo anterior téngase en cuentas 
estos testimonios. 

 
En cuanto al testimonio de don HECTOR LAUREANO QUIJANO, 
manifestó que conoce a la señora SOL URIBE ARIAS más o 
menos en los años 80 o sea hace más de 40 años, esto lo 
recuerda porque para esa época la señora MARIA SOL URIBE 
era amiga de su esposa y era compañera de la iglesia, si bien es 
cierto, dentro del proceso reposa una declaración extrajuicio con 
fecha de 22 de abril de 2008, declaración que realizó para la 
época bajo juramento, y en pleno uso de sus facultades, debe 
tenerse en cuenta que en el momento que el señor HECTOR 
LAUREANO QUIJANO rindió esta declaración, se encontraba 
consciente de sus actos, lo hizo con todas las formalidades 
legales ante notario público y de buena fé, que el día de la 
diligencia del 14 de Diciembre de 2021, el señor LAUREANO 
QUIJANO no recuerde lo que manifestó en la declaración 
extrajuicio en el año 2008, referente a cuando le preguntaron, él 
porque recuerda con 



exactitud esa fecha de 19 de marzo de 1978 y él contesto no lo 
recuerdo manifestó, si bien es cierto el realizó esa declaración 
hace 13 años, el hecho de no recordarlo, no significa que haya 
sido un acto malicioso o fraudulento, sino que opera la salud, el 
tiempo, la memoria, la edad ya que han pasado 13 años que rindió 
esa declaración, si bien es cierto el recordó los nombres de sus 
parientes (hijos y nietos) los años que tienen, pero no recuerda 
cuando nacieron, y los recuerda porque son su familia. Por lo 
anterior téngase en cuenta la declaración extrajuicio rendida por 
el señor LAUREANO QUIJANO el 22 de Abril de 2008. 

 
Igualmente se constata que la posesión es pacífica, tal como se 
afirma en la demanda y el hecho desde esa época lo poseen, le 
han hecho mejoras y lo exploten económicamente se demuestra 
a las claras que no nunca tuvo intención de reconocer dominio 
ajeno. 

 
Igualmente se constata con las pruebas documentales que la 
demandante ha ejercido actos de señor y dueño, entre ellos pagar 
los impuestos, la valorización, los servicios del bien inmueble, 
canceló la hipoteca que tenía la aquí demandada, ha podado el 
pasto del patio externo del inmueble, mejoras, de conformidad 
con el dicho de los declarantes no conocen persona alguna que 
le hayan disputado la posesión que ejercen la demandante en 
el inmueble objeto de la litis. 

 
Se reúne en cabeza de la demandante la señora MARIA SOL 
ANGEL URIBE ARIAS los atributos del animus y el corpus, 
exigidos jurisprudencialmente para que el Despacho hubiera 
accedido las pretensiones de la demanda. 

 
 
La demandante trocó su título precario de tenedor al de poseedor, y del 

acervo probatorio estudiado en especial la testimonial y documental 

fluye con certeza y precisión la época en que principió a desplegar 

conductas de señor y dueño, revelándose contra la propietaria del 

predio, Por virtud de lo anterior, el accionante cuenta con “un tiempo 



(…) de posesión material” superior “al exigido por la Ley 791 de 2002, 

término más que suficiente para adquirir el dominio por prescripción 

extraordinaria de[l] inmueble (10 años)”. , 

En la inspección judicial celebrada con el perito se establece claramente 

la posesión pacifica de la demandante, las mejoras efectuadas por ella, 

y en la confesión efectuada por ella misma 

 
 
 

En los términos del artículo 2518 del Código Civil, mediante 

la “prescripción adquisitiva”, llamada también "usucapión", puede 

ganarse el dominio de los bienes corporales, muebles o inmuebles, así 

como los demás derechos reales, si las cosas sobre las cuales recaen 

los mismos han sido poseídas en la forma y durante el tiempo requerido 

por el legislador. 

 
 

El artículo 762 del Código Civil ha definido la posesión como 

“…la tenencia de una cosa determinada con ánimo de señor o dueño…”, 

es decir que requiere para su existencia del animus y del corpus, esto 

es, el elemento interno, psicológico, la intención del dominus, que por 

escapar a la percepción directa de los sentidos es preciso presumir de 

la comprobación plena e inequívoca de los actos materiales y externos 

ejecutados continuamente y por todo el lapso que dure aquélla, que por 

constituir manifestación visible del señorío, llevan a inferir la intención o 

voluntad de hacerse dueño, mientras no aparezcan otras circunstancias 

que demuestren lo contrario, y el elemento externo, esto es, la retención 

física o material de la cosa. Estos principios deben ser acreditados 



plenamente por el prescribiente para que esa posesión como 

presupuesto de la acción, junto con los otros requisitos señalados, lleve 

al juzgador a declarar la pertenencia deprecada a favor del actor. 

 

Por otra parte, tanto las leyes, como la jurisprudencia y la 

doctrina, en forma unánime han reiterado que en relación con las cosas, 

las personas pueden encontrarse en una de tres posiciones, cada una 

de las cuales tiene diversas consecuencias jurídicas e igualmente le 

confiere a su titular distintos derechos subjetivos, así: a) Como mero 

tenedor, cuando simplemente ejerce un poder externo y material sobre 

el bien reconociendo dominio ajeno (art. 775 Código Civil); b) Como 

poseedor, cuando, además de detentar materialmente “la cosa”, tiene 

el ánimo de señor y dueño y quien, de conformidad con el artículo 762 

ibídem, es reputado como tal mientras otro no justifique serlo; c) Como 

propietario, cuando efectivamente posee un derecho real en ella, con 

exclusión de todas las demás personas, que lo autoriza para usar, gozar 

y disfrutar de la misma dentro de la ley y de la función social que a este 

derecho corresponde (art. 669 C.C.). 

 

De lo expresado anteriormente se concluye que el elemento 

que distingue la “tenencia”, de la “posesión”, es el animus, pues en 

aquélla, quien detenta el objeto no lo tiene con ese ánimo y reconoce 

dominio ajeno, mientras que en la segunda, como ya se dijo, requiere 

de los dos presupuestos, tanto la aprehensión física del bien como de 

la voluntad de ostentarlo como verdadero dueño. 



A pesar de la diferencia existente entre “tenencia” y 

“posesión”, y la clara disposición del artículo 777 del C.C. en el que se 

dice que “el simple lapso del tiempo no muda la mera tenencia en 

posesión”, puede ocurrir que cambie el designio del tenedor, 

transmutando dicha calidad en la de poseedor, por la Inter versión del 

título, colocándose en la posibilidad jurídica de adquirir el bien por el 

modo de la prescripción, mutación que debe manifestarse de manera 

pública, con verdaderos actos posesorios a nombre propio, con absoluto 

rechazo del titular, y acreditarse plenamente por quien se dice 

“poseedor”, tanto en lo relativo al momento en que operó la 

transformación, como en los actos categóricos e inequívocos que 

contradigan el derecho del propietario, pues para efectos de la 

prescripción adquisitiva de dominio, no puede computarse el tiempo en 

que se detentó el bien a título precario, que no conduce nunca a la 

usucapión y sólo a partir de la posesión podría llegarse a ella, si se 

reúnen los dos elementos a que se ha hecho referencia, durante el 

tiempo establecido en la ley. 

 
Sobre el particular, esta Corporación en sentencia del 15 de 

septiembre de 1983 dijo: “Y así como según el artículo 777 del Código 

Civil, el simple lapso de tiempo no muda la mera tenencia en posesión, 

quien ha reconocido dominio ajeno no puede frente al titular del señorío, 

trocarse en poseedor, sino desde cuando de manera pública, abierta, 

franca, le niegue el derecho que antes le reconocía y simultáneamente 

ejecute actos posesorios a nombre propio, con absoluto rechazo de 

aquél. Los actos clandestinos no pueden tener eficacia para una Inter 

versión del título del mero tenedor. Con razón el artículo 2531 del 



Código Civil exige, a quien alegue la prescripción extraordinaria, la 

prueba de haber poseído sin clandestinidad”. 

 
En pronunciamiento posterior sostuvo así mismo la Corte: 

“La anteversión del título de tenedor en poseedor, bien puede originarse 

en un título o acto proveniente de un tercero o del propio contendor, o 

también, del frontal desconocimiento del derecho del dueño, mediante 

la realización de actos de explotación que ciertamente sean indicativos 

de tener la cosa para sí, o sea, sin reconocer dominio ajeno. En esta 

hipótesis, los actos de desconocimiento ejecutados por el original 

tenedor que ha transformado su título precario en poseedor, han de ser, 

como lo tiene sentado la doctrina, que contradigan, de manera abierta, 

franca e inequívoca, el derecho de dominio que sobre la cosa tenga o 

pueda tener el contendiente opositor, máxime que no se puede 

subestimar, que de conformidad con los artículos 777 y 780 del Código 

Civil, la existencia inicial de un título de mera tenencia considera que el 

tenedor ha seguido detentando la cosa en la misma forma precaria con 

que se inició en ella”. (Sentencia de Casación de 18 de abril de 1989, 

reiterada en la de 24 de junio de 2005, exp. 0927). 

 
 

En consecuencia, cuando se invoca la prescripción 

extraordinaria adquisitiva de dominio, para obtener la declaratoria 

judicial de pertenencia, el demandante debe acreditar no solamente que 

la solicitud recae sobre un bien que no está excluido de ser ganado por 

ese modo de usucapir, sino que ha detentado la posesión pública, 

pacífica e ininterrumpida por el tiempo previsto por la ley. Pero además, 



si originalmente se arrogó la cosa como mero tenedor, debe aportarse 

la prueba fehaciente de la anteversión de ese título, esto es, la 

existencia de hechos que la demuestren inequívocamente, incluyendo 

el momento a partir del cual se rebeló contra el titular y empezó a 

ejecutar actos de señor y dueño desconociendo su dominio, para 

contabilizar a partir de dicha fecha el tiempo exigido de posesión 

autónoma y continua del prescribiente. 

 
 
 

Valoración de las pruebas en conjunto La valoración de las 

pruebas deben ser apreciadas en conjunto de acuerdo con las reglas 

de la sana crítica, sin perjuicio de las solemnidades que presenta en la 

ley sustancial para la existencia o validez de ciertos actos, el juez debe 

exponer razonablemente el mérito que debe asignarle a cada elemento 

de prueba, un verdadero análisis comprende el estudio de todas las 

formas de consultar los hechos, y con los elementos que se 

incorporaren al proceso judicial deben ser analizarlos en su contexto 

para despejar toda duda y llegar a una verdad procesal, con la certeza 

que el juez debe estar adherido al máximo grado de convicción. 17 

Hernando Devís-Echandía (1973), dice que: Siguiendo el clásico texto 

de François Gorphe, apreciación judicial de las pruebas (1947), explica 

cómo a través de los medios de prueba son percibidos los hechos 

mediante los órganos de los sentidos y un simple raciocinio (p276). Una 

vez lista la actividad perceptiva, el juzgador debe proceder a la 

representación o reconstrucción histórica de los hechos mediante un 

razonamiento mucho más complejo, sobre todo de manera conjunta, 

con especial cuidado de evitar lagunas u omisiones que trastruequen la 



realidad o la hagan cambiar de significado. Así, el éxito de la valoración, 

y, por tanto, de la sentencia, depende también de la correcta y completa 

representación de los hechos, en la cual no debe omitirse ninguno, por 

accesorio que parezca, y deben coordinarse todos y colocarse en el sitio 

adecuado, para luego clasificarlos con arreglo a su naturaleza, al tiempo 

y a las circunstancias de la realidad histórica que se trata de reconstruir. 

(p227) Tal como aconsejan John Henry Wigmore y François Gorphe, 

debe formarse el juez un cuadro esquemático de los diversos medios 

de prueba, clasificándolos de la manera más lógica, relacionándolos 

entre sí, debido a sus conexiones más o menos estrechas, comparando 

los elementos de cargo con los de descargo respecto de cada hecho, a 

fin de comprobar si los unos neutralizan a los otros o cuáles prevalecen, 

de manera que al final se tenga un conjunto sintético, coherente y 

concluyente‟‟. (Devis Echandía, 1973 P 97,98). Las causales de 

violación indirecta de la ley sustancial por error de hecho por falso juicio 

de existencia (en sus modalidades de omisión o de suposición del medio 

probatorio) y por falso juicio de identidad, se encaminan a proveer la 

efectiva vigencia del principio de unidad de la prueba o de apreciación 

de las pruebas en conjunto, según el cual las pruebas deberán ser 

apreciadas en conjunto de conformidad con las reglas de la sana crítica, 

actividad que implica que el 18 funcionario judicial debe exponer 

siempre el mérito que le asigne a cada prueba, tal como lo dispone el 

Artículo 238 de la Ley 600 de 2004. De igual manera, el Artículo 380 de 

la Ley 906 de 2004, establece que los elementos materiales probatorios 

y la evidencia física se apreciará en conjunto‟‟ (Muñoz, 2016 p143) 



Dentro de las pruebas documentales aportadas aparece una aclaración 

por escritura pública de la nomenclatura del inmueble efectuada por mi 

poderdante en el año 2013, igualmente en ejerció de la posesión 

cancelo el gravamen de la hipoteca del inmueble objeto de la litis el 23 

de octubre de 1997, en el cual mencioné tanto en la demanda como en 

los alegatos de conclusión, pero no se tuvo en cuenta para el fallo. 

 

Se emplazó a las personas determinadas e indeterminadas quienes 

estuvieron representadas por la curadora Ad litem que no sé opuso a 

las pretensiones de la demanda. 

 

Solicito se tenga en cuenta las pruebas documentales aportadas dentro 

del proceso. 

 

Con base a lo anterior solicito al Honorable Tribunal se sirva revocar 

la sentencia proferida por el juzgado 43 Civil del Circuito de Bogotá 

 

Cordialmente 

 

 
DIANA PATRICIA CRIALES 
C.C. No. 52.264.490 expedida en Bogotá 
T.P. No. 105688 del C.S.J 
Correo Electrónico: danacriales@hotmail.com 
Celular: 312 333 19 52 



Bogotá D.C. abril 08 de 2022 
 
Doctor 
JORGE EDUARDO FERREIRA VARGAS 
Honorable Magistrado  
Tribunal Superior del Distrito Judicial  
Sala Civil  
E.S.D. 
 
Ref.: VERBAL de 20/20 SEGURIDAD LTDA. contra BBVA S.A.  
Exp. 044-2019-00843-01. 
  
Honorable Magistrado:  
 
Actuando en calidad de apoderado judicial de la demandante 20/20 
Seguridad Ltda., así como en cumplimiento a lo establecido por su 
señoría en la providencia del 04 de abril de 2022, notificada en el estado 
del día cinco (5) del mismo mes y año, en la que su señoría admite en 
el efecto SUSPENSIVO el recurso de apelación interpuesto 
oportunamente por el suscrito abogado, contra la sentencia escrita 
fechada el 08 de noviembre del año 2021 en primera instancia, proferida 
por el juzgado 44 Civil del Circuito de Bogotá D.C, dentro del proceso 
verbal de la referencia, notificada en el estado del 09 del mismo mes y 
año, en la que declara probadas las excepciones de mérito formuladas 
por la parte demandada, niega las pretensiones de la demanda, decreta 
la terminación del proceso y condena en costas a la parte demandante, 
con altísimo respeto, procedo a SUSTENTARLO, con base a lo 
establecido en el inciso tercero (3º.) del artículo 14  del Decreto 806 de 
2020. 
 
PRIMERO: Su señoría, en el fallo proferido por el a quo, en el caso que 
nos ocupa, esto es la señora juez, menciona en el segundo literal del 
numeral tercero (3º.) de la providencia atacada, el contrato de cuenta 
corriente bancaria indicando las facultades que tiene el cuenta 
correntista para el caso en particular mi representada 20/20 Seguridad 
Ltda., subrayando un aparte del artículo 1382 del Código del Comercio  
donde se expresa, “o en otra forma previamente convenida con el 
banco”. 
 
Por lo que al detenernos a analizar sin apuro, esta máxima, no podemos 
dejar de lado que el convenio que se hizo en el momento de la apertura 
de la cuenta corriente, en el banco BBVA, a nombre de mi 
representada, lo que implica y convierte este vínculo comercial, (no 
sobra decirlo), sin lugar a duda, en un contrato de depósito y 
administración, en el que las dos partes, quedan habilitadas y facultadas 
con derechos y obligaciones entre sí. 
 
 



 
Convenio o contrato este, que estableció claramente y sin lugar a duda, 
como ha quedado demostrado dentro del proceso, en calidad de 
instrucción dada por mi representada 20/20 seguridad Ltda., desde 
el momento mismo de la apertura de la cuenta corriente No. 
00130257420100015776  y tal como quedó plasmado en las tarjetas de 
firmas, que los títulos valores- cheques- solo deberían de ir con una 
sola firma  y sin ningún sello y es así, que nunca desde que se inició 
el movimiento de la cuenta, nunca y es una negación indefinida que 
no necesita se demostrada, nunca NO se utilizó un sello húmedo para 
acompañar la firma registrada y a pesar de ello fueron pagados 18 de 
los 41 cheques que nos ocupan, con un sello no registrado y que no 
sobra decirlo ES NOTORIO a simple vista, de bulto, ya que en las 
tarjetas de firmas que figuran en el sistema de visación utilizado por  los 
señores cajeros y los funcionarios encargados de la visación del canje, 
digitalizadas en sus pantallas o monitores, solo figuraba la firma de 
la representante legal de la demandante, como convenio y / o 
instrucción exclusiva para el pago de los títulos valores- cheques. 
 
El sello no registrado con el que fueron pagados 18 de los 41 cheques, 
no requiere ser analizado con alta tecnología grafológica forense, solo 
con ver el titulo valor y compararlo con la tarjeta de firma que figura en 
los monitores, se puede sin mayor dificultad establecer, que los 
visadores desde el inicio del cobro de estos cheques, ya sea por 
caja directamente o por canje, han debido de negar su pago, así no 
figure dentro de las causales  de devolución,  toda vez que se estaba 
alterando y aceptando por parte de la entidad financiera, la instrucción 
de pagar cheques solo con la firma de la representante legal de la 
demandante; el banco BBVA en esos momentos representados por los 
cajeros y visadores, incumplió con el contrato de depósito y 
administración de los recursos económicos de la demandante.    
 
Es por esto, que nace la pregunta, si por la posición dominante de la 
entidad financiera BBVA, con respecto a mi representada en calidad 
de cuenta correntista, que sin haber dado su consentimiento para pagar 
cheques con un sello no autorizado, no registrado, por parte de mi 
representada, en la apertura de la cuenta corriente, deba aceptar las 
actuaciones de la entidad financiera, a la que se le encomendó la 
administración de los dineros depositados en el banco?  
 
Es así que se debe aclarar esta situación anómala y que va en contra 
del patrimonio de la empresa demandante, en consideración a que el 
contrato de cuenta corriente bancaria, por ser consensual, LEGITÍMA?, 
que una sola de las partes, para este caso la entidad financiera 
demandada el Banco BBVA, por el vínculo contractual regido por 
cláusulas y requisitos preestablecidos y acordados desde el inicio de la 
apertura de la cuenta, por el mismo banco y los que se suponía estaban 
proyectados y encaminados a darle seguridad a sus clientes en el pago  



 
 
de cheques y manejo de sus depósitos de dinero en la cuenta, pueda 
establecer solo el banco BBVA, sin consentimiento alguno del 
cuentacorrentista o usuario, ad hoc y unilateralmente, sin previa 
consulta con el propietario de los dineros depositados en la cuenta 
corriente, establecer excepciones adicionales a lo establecido?, a 
lo convenido, a lo pactado?, con respecto a las instrucciones dadas por 
el usuario, mi representada, en el momento de la apertura de la cuenta 
corriente?  
 
Con todo respeto, yo creo que no, que el banco en este caso el BBVA 
no está habilitado para darle curso a inventarse excepciones y a 
modificar unilateralmente las instrucciones dadas por mi representada, 
a fin de evadir su responsabilidad por pagos no autorizados como 
sucedió, quienes pagaron los cheques con la firma, registrada PERO 
AUNADO CON UN SELLO NO REGISTRADO. 
 
Es así que se debe de mencionar, que ni siquiera en la apertura de la 
cuenta corriente de mi representada no se mencionó nunca nada de 
sellos  junto a la firma.   
 
Por consiguiente, no es posible aceptar un cambio unilateral por 
parte del banco BBVA en las instrucciones dadas por mi representada, 
de no pagar cheques sino con una sola firma y por consiguiente sin 
sello, menos permitir o aceptar una enmienda  o un retoque de este 
talante por parte de la entidad financiera demandada, que afecta el 
patrimonio de mi representada; Esto es tanto como indicar que la 
entidad financiera demandada tiene un instrumento que no le fue dado 
a conocer a mi representada, para dejar sin efecto las precauciones  
diseñadas por mi mandante al momento de la apertura de la cuenta 
corriente, a fin de proteger la integridad de sus recursos, lo que no hizo 
la entidad financiera  banco BBVA.  
 
Es de anotar que esta disertación obedece igualmente  a lo manifestado 
en la audiencia, por el testigo Diego Javier Espinosa Garzón, 
funcionario del banco BBVA, quien en su exposición manifestó que 
un cheque así llevara sellos no registrados y que llevara la firma 
registrada, no era un impedimento para no pagar un cheque, versión 
esta que está grabada con fecha 21 de octubre de 2021.  Dicho este 
de este funcionario del Banco que no se acepta por estar violando el 
acuerdo e instrucciones dadas por mi representada al momento de la 
apertura de la cuenta corriente.     
 
Igualmente, la señora juez (a quo)  menciona muy acertadamente en 
el acápite considerativo de la sentencia, que sobre el particular  la 
jurisprudencia reza que “Ante estos compromisos el banco debe 
mantener las precauciones, diligencias y cuidados indispensables para  



 
 
que los actos de movimiento de la cuenta del usuario se alcancen con 
plena normalidad; por eso cualquier desviación constituye un factor de 
desatención del contrato, dado su particular designio” (CSJ SC, 15 
dic.2006, rad.2002-00025-01)  
 
Con base en esta jurisprudencia, oportunamente mencionada por la 
señora juez, se puede establecer con facilidad que el banco incumplió 
completamente con el compromiso de pagar cheques solo con una 
firma, sin sello, tal como quedó registrado en la tarjeta de firmas al 
momento de la apertura de la cuenta corriente y no mantuvo las 
precauciones, diligencias y cuidados que una entidad financiera de 
la experiencia del BBVA debió de tener en el cuidado y manejo de 
la cuenta corriente de mi representada, dando lugar al pago 
indebido por la desatención a lo establecido en el contrato. 
 
Ahora bien, conjuga la señora juez (a quo) la jurisprudencia 
mencionada, mencionando la culpa del librador, pero no se puede 
olvidar que para el caso que nos ocupa, la representante legal de mi 
representada, demandante dentro de la litis que nos ocupa, no libró ni 
giró ningún cheque o título valor, de los 41 pagados irregularmente 
y si, por la suma total, de $259.360.000.00 pesos M.L. tal como se 
ha demostrado en el desarrollo del proceso y mucho menos con 
ningún sello registrado en la apertura de la cuenta corriente.    
  
SEGUNDO: Menciona la señora juez (a quo)  tal como igualmente lo 
expresa el suscrito abogado anteriormente, que mi representada al 
suscribir el contrato al abrir la cuenta corriente, adquirió y aceptó las 
condiciones estipuladas en el reglamento, PERO, en ese reglamento 
en ningún aparte se menciona, que el banco demandado BBVA 
Colombia, tenía la potestad o estaba autorizado para pagar 
cheques con firma falsa, símil, o con sellos no registrados, solo 
teniendo como fundamento el que hubiese o no fondos, así como 
establecer sin previa autorización de la cuenta correntista 
excepciones a lo convenido, tal como lo mencionó el testigo de la 
entidad financiera.  
 
Así mismo no solo mi representada aceptó condiciones, sino que 
también el banco BBVA Colombia, también aceptó condiciones y  
obligaciones las que eran por parte de la entidad demandada, las de 
administrar y cuidar y respetar las condiciones de pago de los títulos 
valores, cheques, solo con una firma y sin sellos de ninguna clase.  
lo que incumplió, a pesar de toda la experiencia de la entidad 
financiera en esta clase de contratos, no fue diligente, no 
fue cuidadoso, con el patrimonio dejado a su cuidado y 
administración.  



 
 
Es así que mi representada, a pesar de lo manifestado por el A QUO,  
lo que se respeta, pero que en absoluto no se comparte, en lo que a 
precaución se refiere, mi mandante, si tenía todas las precauciones 
y cuidados con los talonarios de los cheques, toda vez que los 
guardaba en una caja fuerte, tal como lo manifestó sin  lugar a 
dudas y a fin de demostrar que estaba diciendo la verdad verdadera; 
de esa caja fuerte tenían que sacar la chequera para poder girar y 
cumplir con los compromisos laborales y de administración, como es 
lógico y en el desarrollo de una empresa. No es posible mantener a 
todas horas guardado un talonario de cheques, cuando se cuenta con 
Tesorería, contadora y todos los cargos que una empresa requiere, l 
que debe de estar pagando una serie de obligaciones de tipo 
administrativo y laboral, continuamente.    
 
Contrario a las precauciones que si tenía mi representada, se ha 
demostrado  que el Banco BBVA Colombia, no tuvo las suficientes 
precauciones y compromiso de cumplir al pie de la letra las 
instrucciones convenidas en el momento de la apertura de la 
cuenta corriente para la empresa 20/20 Seguridad Ltda., ya que si 
así hubiese sido, no habría dado lugar a pagar 41 cheques con 
firmas SIMULADAS, Y CON UN SELLO NO REGISTRADO.  
 
Es de anotar que contrario a lo mencionado por la señora juez (a quo)  
al proferir el fallo atacado, al fundamentarse en el señalamiento 
efectuado por la Honorable Sala de Casación Civil  de la Honorable  
Corte Suprema de Justicia, lo digo con todo respeto, el caso que nos 
ocupa no es de cheques falsos, ES DE HABER PAGADO EL BANCO 
BBVA TÍTULOS VALORES CON FIRMAS SÍMILES, NO AUTÉNTICAS 
Y CON SELLOS NO REGISTRADOS. 
 
Nótese su señoría, que, tal como lo manifiesta la señora juez  (a quo) al 
proferir el fallo, relacionado con el convenio que mi representada 20/20 
Seguridad Ltda.,  hizo con la hoy demandada banco BBVA era el de 
que se autorizaba a pagar cheques “Con una sola firma” “Con la firma 
autorizada”  tal como lo acepta el banco, y que durante el periodo 
de la defraudación no se cambiaron las instrucciones, POR LO 
QUE SE CONFIRMA CON EL MISMO DICHO DEL REPRESENTANTE 
DE LA DEMANDADA, QUE NUNCA SE AUTORIZÓ PAGAR 
CHEQUES CON UNA FIRMA SIMULADA Y MUCHO MENOS CON UN 
SELLO HÚMEDO NO REGISTRADO.  
 
Confirma con su dicho el representante del BBVA que los formatos de 
los cheques eran originales, lo que no era original y ni autorizada era 
la firma que cada uno de los cheques llevaba estampado, junto al 
sello seco no registrado y NOTORIO. Que los formatos eran  
 



 
 
originales, pero las firmas, las rubricas  eran una imitación, que era 
una firma falsa.  
 
Entonces no es entendible, como al aceptar la entidad financiera que 
la firma era un símil, que la rúbrica era falsa, adicional a que no se 
registró ningún sello en la apertura de la cuenta, ni se modificaron las 
instrucciones antes de los hechos que nos ocupan, NO ES 
ENTENDIBLE COMO ES QUE EL BANCO BBVA FUE A PAGAR 41 
CHEQUES, QUE CONTENÍAN ESTAS IRREGULARIDADES, TANTO 
POR VENTANILLA COMO POR CANJE.? 
 
De otro lado, adicional a eso manifiesta el representante legal de la 
parte demandada, que ningún cheque fue devuelto por firma, lo que 
confirma que solo se fundamentan en que exista o no fondos 
suficientes para pagar el cheque y listo, sin detenerse a revisar 
otros aspectos  de seguridad.   
 
Se menciona también en la providencia atacada, que el Testigo Diego 
Javier Espinosa Garzón, quien es un funcionario especializado 
según lo manifestó en la audiencia del 21 de octubre, encargado 
del control y vigilancia de esta clase de casos, que se asombró  de 
que la reclamación que hizo mi representada, se hubiese demorado 
tanto tiempo, PERO lo que más nos asombra a nosotros es que 
con la experiencia de más de 30 años, que manifestó tener 
el testigo en esta clase de casos, funcionario del banco 
BBVA, no hubiese detectado a tiempo que las firmas de los 
cheques eran falsas, eran imitaciones serviles y que se 
estaban estampando sellos en los cheque que no figuraban en 
la tarjeta de firmas. 
 
 
Se respeta, pero no se comparte en absoluto su señoría, lo manifestado 
por el a quo,  de que la cuenta correntista mi representada, violó el 
mencionado contrato,  NO ES CIERTO, nunca lo violó, quien si 
violentó  y ha violentado los derechos económicos y patrimoniales 
de mi representada es sin lugar a dudas, el banco BBVA Colombia 
por su falta de cuidado en la función de visación de los cheques, 
entidad financiera demandada que a fin de evadir su responsabilidad, 
establece unilateralmente excepciones NO CONTENIDAS EN EL 
CONTRATO modificando lo convenido, poniéndola en clara situación 
de desventaja a mi representada con respecto a  las instrucciones 
dadas por la cuenta correntista mi mandante, al momento de la apertura 
de la cuenta, en el sentido de que los cheques solo se pagarían con la 
firma autentica y original de la representante legal y no con similitudes 
ni con sellos no registrados.    



 
 
Ahora bien, si fuera cierto que mi representada hubiese desatendido 
su deber de vigilancia en el manejo de la chequera, como lo ha 
mencionado el a quo, no se hubiera dado cuenta, de que el saldo de 
su cuenta corriente había disminuido en la cantidad mencionada y 
no hubiese dado parte del injusto a la entidad financiera, banco 
BBVA  
 
En este orden de ideas, menciona  el a quo su señoría el artículo 733 
del Código del Comercio que al tenor establece:  
 
“El dueño de una chequera que hubiese perdido uno o más formularios 
y no hubiese dado aviso oportunamente al banco, solo podrá objetar  
el pago si la alteración  o la falsificación fueren notorias”. (Negrilla 
fuera de texto)  
 
Se refiere  esta norma su señoría, A LA OPORTUNIDAD Y A LA 
NOTORIEDAD DE LA ALTERACIÓN, la que con todo respeto, 
relacionada con el sello húmedo que 18 cheques de los 41 cobrados, 
tienen estampados y que no estaba registrado, el que la parte 
demandada sutilmente  no le ha querido dar la relevancia que este 
tiene a fin de evadir su responsabilidad para el caso que nos ocupa, 
cuyos sellos están acompañadas de los similes y falsificaciones de la 
firma, argumentando que no es importante para ellos, que se pagaron 
los cheques teniendo únicamente en cuenta los fondos y la firma 
SIN DETENERSE EL BANCO, A VERIFICAR SI EL SELLO ERA 
LEGITIMO O AUTORIZADO, LO QUE NUNCA HICIERON Y NUNCA 
FUE AUTORIZADO. Contrario al parecer y de mi representada, así 
como del suscrito abogado Y DEL PERITO GRAFÓLOGO, si lo es y 
por consiguiente ES NOTORIO, no se necesita alta tecnología en el 
momento de la visación para poder comparar la tarjeta de firma que se 
encuentra digitalizada en los monitores empleados para esta actividad, 
para establecer que no fue registrado y que la instrucción de pago de 
los títulos valores solo estaba obligado el banco BBVA a pagar con la 
sola firma, la original y sin ninguna clase de sellos.    
 
Es importante su señoría, tener en cuenta, que estos grados de 
oportunidad y de notoriedad, no solo le incumben al usuario o cuenta 
correntista, sino que también le incumbe COMPLETAMENTE al 
banco BBVA, haber notado oportunamente las irregularidades que 
han salido a flote con las experticias de los grafologos forenses 

que han intervenido en el caso que nos ocupa, toda vez que el 
régimen de responsabilidad objetiva y el grado de 
cuidado y manejo de los cheques, es para ambos por 
igual y si se me permite decirlo es más para el banco, 
en este caso para el BBVA, en consideración a la  



 
 
profesionalidad y experiencia que en este ramo 
bancario tiene la entidad financiera y en quien mi 
representada puso  toda la confianza en el manejo del 
dinero depositado en su cuenta corriente.    
 
 
Su señoría, la irregularidad y falsificación de la firma  con un sello 
húmedo no registrado SON NOTORIAS, tal como lo mencionó en su 
informe el perito grafólogo Dr. Richard Poveda Daza, “pues estas firmas 
son notorias y detectables dentro de un proceso normal de 
dubitación, toda vez que además de las características morfológicas  
de la firma, se hallaron 18 DOCUMENTOS CON UN ELEMENTO 
ADICIONAL, QUE ES NOTORIO y no hacía parte de los procesos de 
dubitación y que por lo menos debió generación alerta” (sic)  
(Subrayado, mayúsculas y negrilla fuera de texto)  
 
Es cierto esto su señoría, este elemento adicional, sello no registrado 
en la tarjeta de firmas, debió de haber generado una inquietud, una 
alerta por parte de los funcionarios VISADORES, para por lo menor 
haber dado una voz de alerta, con lo que se hubiese evitado el 
desmedro económico que ha sufrido mi representada por el pago de 
esos DOSCIENTOS CINCUENTA Y NUEVE MILLONES 
TRESCIENTOS SESENTA MIL PESOS M.L.   
 
Menciona la señora Juez (a quo),  señoría que la experticia llevada a 
cabo por el grafólogo forense Dr. Richard Poveda daza, se hizo con 
base a la tarjeta de firmas original y que según su criterio se debería de 
haber llevado a cabo con la tarjeta de firmas que se encuentra 
digitalizada, concepto este que se respeta, pero que no se comparte, 
toda vez que se considera más autentica y más idónea la TARJETA  
ORIGINAL DE LA FIRMA, la que fue DIGITALIZADA y que “se 
supone” Y ASÍ DEBE SER , que es la misma, que es igual y que los 
rasgos e instrucciones son los mismos los que figuran en los monitores 
utilizados por los funcionarios encargados de revisar firmas, firma no 
igual a la registrada, sellos, sellos no registrados, fondos, ordenes de 
no pago, etc.  
 
Considero con todo respeto honorable magistrado, que el tránsito de 
digitalización de la tarjeta de firmas registrada desde el inicio y apertura 
de la cuenta corriente de mi representada 20/20 Seguridad Ltda., no 
altera en nada el contenido de la misma, a no ser que la tecnología que 
esté empleando el banco demandado BBVA, distorsione la imagen, la 
muestre borrosa o diferente a la registrada, en cuyo caso, igualmente,  
 



 
 
también le corresponde a la entidad financiera, responder por los daños 
causados  a la economía y solvencia de mi representada.   
 
Adicional a esto, mi representada 20/20 Seguridad Ltda., en calidad de 
consumidora financiera y usuaria del sistema bancario, es un sujeto 
especial de protección por parte del ordenamiento jurídico, LO 
QUE IMPONE A LA ENTIDAD FINANCIERA BANCO BBVA, por su 
profesionalidad, experiencia en el ramo, por la especial naturaleza  de 
la relación BANCO- USUARIO- impone el cumplimiento de estándares 
de seguridad, de cuidado y de diligencia más estrictos que para el 
usuario.  
 
Estándares esos que la entidad bancaria demandada BBVA Colombia, 
no aplicó, no extremó los cuidados, dejando pasar firmas y sellos 
no originales ni registrados, fundamentándose en que mi 
representada en calidad de usuaria, era quien únicamente? tenía la 
obligación de mantener la seguridad en el manejo de sus dineros, los 
que le fueron confiados y depositados al banco, a fin de que los 
administrara y cuidara, lo que no ocurrió y lamentablemente por causa 
y razón imputable al banco BBVA mi representada sufrió un 
descalabro económico de grandes magnitudes que la pusieron en 
grandes aprietos, al punto de que se vio obligada a recurrir al mismo 
banco en procura de créditos para poder tapar el hueco que la 
negligencia y confianza depositada en el banco BBVA en la atención de 
sus funciones administrativas y depositarias  le ha dejado. 
 
Es así, Honorable magistrado, que la sentencia atacada y proferida, no 
está siendo circunscrita y fundamentada básicamente en la 
NOTORIEDAD de la falsificación de la firma que figura en los cheques 
pagados irregularmente. 
 
Títulos valores esto que fueron pagados por el banco BBVA sin 
extremar ni aplicar las debidas medidas de seguridad, a pesar de que 
el sello que le fue impuesto a los cheques no girados por mi 
representada NO ESTABA REGISTRADO y cuyo detalle este también 
cumple con la NOTORIEDAD deprecada por  la señora juez (a quo) su 
señoría y que ha sido dejada de lado.  
 
Menciona el AQUO  en el numeral 8.1 de la providencia atacada,  lo 
manifestado por el testigo Diego Javier Espinosa Garzón, funcionario 
del departamento de seguridad  del área de fraude del banco BBVA, 
que el sello no daba lugar a constituir una alerta ni una 
contravención a la instrucción, LO QUE NO ES CIERTO, toda vez 
que este dicho se considera como una excepción unilateral dada 
por el banco y un cambio en las instrucciones, sin previa consulta 
con mi representada, al momento de abrir la cuenta corriente, sin  



 
 
ninguna autorización de ella, donde en ningún aparte se indicó que 
sería posible pagar los cheques, así llevara un sello que no se hubiese 
registrado, como requisito indispensable para su pago.  
 
 
ES UNA CONTRAVENCIÓN y una norma o estándar que habilita 
unilateralmente el banco, y sin previa consulta con mi mandante, a 
fin de evadir su responsabilidad, a sabiendas de que el depositario de 
los dineros de mi representada en su cuenta corriente, así como de 
todos los usuarios y cuentacorrentistas de esta entidad financiera, debe 
el banco de proteger  y extremar su cuidado.  
 
Ahora bien, como lo expresa el a quo su señoría, que el haber  tenido 
los títulos valores estampado un sello que no estaba registrado, que no 
se encuentra encasillado dentro de las causales de devolución, es 
imperioso mencionar, que la administración  y cuidado que el banco 
BBVA debería de haberle dado a los dineros que le fueron sustraídos 
de la cuenta corriente de mi representada, mediante la presentación de 
cheques con firmas falsas y sello no registrado, se asemeja al cuidado 
que un buen padre de familia debe de tener para con sus hijos y cuyas 
nuevas eventualidades no cotidianas y generalizadas, por el simple 
hecho de que no estén enmarcadas en unas causales, no se puedan 
corregir y evitar, a fin de cumplir con la responsabilidad del banco y se 
acepten como no lesivas, ADICIONAL A QUE NO GENEREN UNA 
ALERTA A FIN DE EVITAR GRANDES PERJUICIOS COMO LOS QUE 
LE INFIRIERON A MI REPRESENTADA.  
 
 
El hecho de que no exista la causal relacionada con el sello, tal como lo 
menciona  el a quo, su señoría, no es óbice, para que día a día se 
presenten nuevas eventualidades que afectan el patrimonio de los 
usuarios y para nuestro caso mi representada 20/20 seguridad Ltda., 
como es “Sobra sello ante firma registrada”  o en su defecto “sello 
no registrado” los que ocasionan detrimento económico y que por no 
estar enmarcadas en las causales de devolución se dejen pasar, así 
causen graves perjuicios económicos a los cuenta habientes.  
 
De otro lado, en ningún momento, ni en ningún aparte del paginario de 
la demanda o de la experticia grafológica forense realizada, se ha 
negado que los formularios de los cheques no hayan sido de los 
talonarios que le fueron entregados a mi representada, lo que no es 
exactamente cierto es lo mencionado por  el a quo, su señoría en el 
sentido de que “El cobro tuvo ocurrencia por el descuido en la guarda y 
observación del buen manejo  de los esqueletos o cheques por parte de 
la cuentacorrentista”, por lo  que con todo respeto me permito manifestar  
 



 
 
que NO ES CIERTO, ya que el manejo y cuidado que siempre ha tenido 
mi representada en el manejo de sus finanzas, a través de los años,  
han sido soportados en el “supuesto” buen manejo y cuidado que puso 
en manos de los funcionarios del banco BBVA, durante muchos 
años, en calidad de cliente  hasta que se ha presentado este infortunado 
incidente con la entidad bancaria, hechos estos que nunca se habían 
presentado durante la larga permanencia de mi representada como 
usuaria del BBVA, con lo que se demuestra que contrario a lo 
manifestado por el a quo, su señoría, no ha sido culpa de mi 
representada, la que no es la primera vez que utiliza los servicios 
bancarios, a través de su larga historia como representante legal de una 
empresa de seguridad como es 20/20 Seguridad Ltda.  
 
 
Así las cosas  Honorable magistrado, se considera, que el banco BBVA 
Colombia omitió  cumplir con las instrucciones dadas por mi 
representada, para el manejo  de la cuenta corriente a nombre de 20/20 
Seguridad Ltda., toda vez que hubo incumplimiento de las obligaciones 
previamente adquiridas por la entidad financiera demandada, tal como 
hace alusión la Corte Suprema de justicia  Sala de Casación  Civil  S-
133 de 2006 que:  
 
 
“La diligencia exigible a las instituciones financieras no es apenas la que 
se espera de un buen padre de familia, referida por tanto a los negocios 
propios, sino la que corresponde a un profesional que deriva provecho 
económico de un servicio que compromete el ahorro privado y en el que 
existe un interés público. En otras palabras, a la hora de apreciar la 
conducta de uno de tales establecimientos, es necesario tener presente 
que se trata de un comerciante experto en la intermediación financiera, 
como que es su oficio, que maneja recursos ajenos con fines lucrativos 
y en el que se encuentra depositada la confianza colectiva”. 
 
 
Es así su señoría, que se considera que la entidad demandada debe 
correr con las contingencias que surgen del desempeño de sus tareas 
comerciales, en consideración a la experiencia  y profesionalidad de su 
oficio y contrario a lo decidido por  la señora juez en primera instancia  
(a quo) su señoría, en el caso que nos ocupa, el banco BBVA 
Colombia, hoy demandado, debe responder y pagar a mi 
representada, los $259.360.000.00 pesos M.L. los que fueron 
sustraídos de su cuenta corriente, aunado a los perjuicios materiales 
que le causaron a mi representada la empresa de 20/20 seguridad Ltda.  
 
 
 



 
 
En este estado de cosas honorable magistrado, con altísimo respeto, 
solicito, y en consideración a lo anterior, se sirva REVOCAR EL FALLO 
PROFERIDO EN PRIMERA INSTANCIA, proferir una nueva 
providencia, dándole prosperidad a las pretensiones de la 
demanda, condenando a la entidad financiera banco BBVA 
Colombia S.A.  a pagar a mi representada todos los perjuicios 
materiales causados, por haber pagado sin las debidas medidas de 
seguridad $259.360.000.00 pesos M.L. representados en 41 títulos 
valores, los que fueron pagados por la entidad financiera con 
firmas falsas y sellos no registrados e imponiendo excepciones al 
contrato en forma unilateral e inconsulta.  
 
Dejo de esta forma sustentado el recurso de apelación. 
 
Del Honorable magistrado.  

  
_______________________________ 
CARLOS JULIO MEDINA BAUTISTA 
C.C. No. 19.194.1.92 de Bogotá 
T.P. No. 121.691 del C.S.J.  
 
Correo electrónico: cjmedina45@hotmail.com  
 
Celular: 300 553 96 92  
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Cordial Saludo,

Me permito informarle que el presente proceso se recibió en el correo de reparto el día 21 de abril de
2022, para radicar e ingresar.

Respetuosamente dejo constancia que mi función asignada es la de radicación y reparto de los procesos
civiles, por cuanto a la revisión del cumplimiento de protocolo y concordancia de los datos del
expediente digital y el oficio remisorio es competencia de otro empleado.

Nota: Se ingresa al despacho con fecha del 22 de abril de 2022.
La carátula como el acta se encuentran en archivo adjunto en formato PDF.

Atentamente,

Laura Victoria Zuluaga Hoyos
Escribiente

De: Juzgado 05 Civil Circuito - Bogota - Bogota D.C. <C>

Enviado: jueves, 21 de abril de 2022 9:26

Para: Reparto Procesos Civiles Sala Civil Tribunal Superior De Bogota
<rprocesosctsbta@cendoj.ramajudicial.gov.co>

Asunto: REMISIÓN PROCESO 2021-15
 

                         


Señor
Secretario Sala Civil



Tribunal Superior
Ciudad

Reciba un cordial saludo.

Comedidamente, me permito remitir expediente digital del proceso de la referencia: 
11001310300520210001500 Expropiacion
Lo anterior para los fines pertinentes.

Cordialmente,
Mario Alberto Yanes Hernández

Asistente Judicial

Apreciado Funcionario y/o Usuario:

Comedidamente me permito informarle que el horario de recepción de mensajes a
través del correo electrónico institucional, es de lunes a viernes de 8:00 a.m. a 5:00
p.m.

Lo anterior también para propender, fomentar y garantizar no solo su derecho al
descanso y desconexión laboral, sino el de los funcionarios institucionales (Articulo 37 del
Acuerdo PCSJA20-11567 del 5 de junio de 2020).


AVISO DE CONFIDENCIALIDAD: Este correo electrónico contiene información de la Rama Judicial de
Colombia. Si no es el destinatario de este correo y lo recibió por error comuníquelo de inmediato,
respondiendo al remitente y eliminando cualquier copia que pueda tener del mismo. Si no es el
destinatario, no podrá usar su contenido, de hacerlo podría tener consecuencias legales como las
contenidas en la Ley 1273 del 5 de enero de 2009 y todas las que le apliquen. Si es el destinatario, le
corresponde mantener reserva en general sobre la información de este mensaje, sus documentos y/o
archivos adjuntos, a no ser que exista una autorización explícita. Antes de imprimir este correo,
considere si es realmente necesario hacerlo, recuerde que puede guardarlo como un archivo digital.
AVISO DE CONFIDENCIALIDAD: Este correo electrónico contiene información de la Rama Judicial de
Colombia. Si no es el destinatario de este correo y lo recibió por error comuníquelo de inmediato,
respondiendo al remitente y eliminando cualquier copia que pueda tener del mismo. Si no es el
destinatario, no podrá usar su contenido, de hacerlo podría tener consecuencias legales como las
contenidas en la Ley 1273 del 5 de enero de 2009 y todas las que le apliquen. Si es el destinatario, le
corresponde mantener reserva en general sobre la información de este mensaje, sus documentos y/o
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archivos adjuntos, a no ser que exista una autorización explícita. Antes de imprimir este correo,
considere si es realmente necesario hacerlo, recuerde que puede guardarlo como un archivo digital.
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